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León, Guanajuato, a 03 tres de marzo del año 2015 dos mil quince. . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 717/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por … el carácter de Apoderado General para Pleitos y Cobranzas de la Persona Moral…, en contra de la DIRECTORA DE CONTROL DEL DESARROLLO, del JEFE DE ANUNCIOS… y del SUPERVISOR DE ANUNCIOS…, todos del Municipio de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:
PRIMERO.- Con fecha 16 dieciséis de octubre del año 2013 dos mil trece, la parte actora presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnando la resolución emitida por las Directora de Control del Desarrollo, el Jefe de Anuncios y el Supervisor de Anuncios, con fecha 09 nueve de septiembre del año 2013 dos mil trece, … en la cual se determina no procedente otorgar la licencia solicitada… . . . . 
SEGUNDO.- Por  auto de fecha 21 veintiuno de octubre del año 2013 dos mil trece, se requirió a la parte actora para que aclarará su demanda, dando cumplimiento el 24 veinticuatro de ese mes y año; y, por auto del 25 veinticinco del mismo mes y año, no se acordó de conformidad de la promoción de cumplimiento, en virtud de haber comparecido el autorizado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Por proveído del 04 cuatro de noviembre del año 2013 dos mil 
trece, a la parte actora se le hizo efectivo el apercibimiento formulado y no se le admitió la demanda en contra del Auxiliar Administrativo Genaro Emmanuel Moreno Gómez; asimismo, al actor se le admitió a trámite la demanda en contra de las autoridades que emitieron el acto impugnado, las pruebas documentales ofrecidas en los incisos a), b) y c), del capítulo respectivo de la demanda, así como la Licencia de Anuncio impugnada, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, así como la prueba de informe de la autoridad a cargo del Director General de Desarrollo Urbano; en cuanto a la ofrecida en el inciso d) resultó inatendible su petición de requerir a la autoridad demandada; además, no se le admitió la demanda en contra del Ayuntamiento ni la prueba testimonial, ni la Licencia de Anuncio… por no tener relación con la litis y se le negó la suspensión del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- El 12 doce de noviembre del año 2013 dos mil trece, el Director General de Desarrollo Urbano, presentó el escrito de la prueba de informe; y, por auto del día 15 quince del mismo mes y año,  se tuvo le tuvo por rindiendo prueba de informe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- El 21 veintiuno de noviembre del año 2013 dos mil trece, las autoridades demandadas presentaron por separado la contestación de demanda; y, por auto del día 26 veintiséis del mismo mes y año, se les tuvo contestando la demanda en tiempo y forma legal, admitiéndoseles las pruebas documentales aceptadas a la parte actora en el auto de admisión de la demanda, las exhibidas a la contestación respectiva, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, así como la presunción legal y humana en todo lo que les beneficie, señalándose además fecha y hora para la audiencia de alegatos. . . . . . . . 

SEXTO.- La audiencia de alegatos fue celebrada el 08 ocho de enero del año 2014 dos mil catorce, a las 11:00 once horas, sin la asistencia de las partes, por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse un acto emitido por la Directora de Control del Desarrollo, por el Jefe de Anuncios …y por el Supervisor de Anuncios…, todos del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO y  por tratarse de un 

presupuesto procesal, de oficio se estudia la personalidad jurídica del … Apoderado General para Pleitos y Cobranzas de la persona moral…; personalidad jurídica que acredita con copias del Testimonio de la Escritura Pública…; en el cual se otorga…, Poder General Para Pleitos y Cobranzas, y Actos Administrativos, las facultades que se le confieren son enunciativas y no limitativas y con las clausulas generales y aún las especiales que requieran clausula especia conforme la ley, con el alcance que a estos poderes concede el artículo 2064 del Código Civil para el Estado de Guanajuato y su correlativo del Código Civil  para el Distrito Federal, así como las disposiciones legales correlativas en los Estados en donde se ejerza el poder. . . . . 
TERCERO.-  Que la  parte  actora  impugna la  resolución…, suscrito por la Directora de Control del Desarrollo, por el Jefe de Anuncios y por el Supervisor de Anuncios demandados, mediante la cual se determina improcedente otorgar la Licencia de Anuncio solicitada. Y, la existencia del acto impugnado se encuentra acreditada en autos de esta causa con copia del referido oficio que forma parte del sumario y con el reconocimiento que hace la autoridad demandada al ofrecerla como prueba de su parte en la contestación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el  Juzgador de  oficio o a  instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Las autoridades en sus respectivas contestaciones de demanda aducen que se actualiza la causal de sobreseimiento prevista en la fracción II del artículo 262 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, la que a la letra reza: “Artículo 262.- En el proceso administrativo procede el sobreseimiento cuando: II.-Durante el proceso apareciere o sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;”. Causal que NO SE ACTUALIZA, pues de autos de este proceso administrativo se advierte que no se actualiza ninguna causa de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, las autoridades en la contestación de la demanda, opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
La excepción de que los actos impugnados cumplen con los requisitos de existencia y validez contemplados de los artículos 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad del acto combatido. . . 

La excepción derivada de prescripción derivada del artículo 261 fracción IV y 263 del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que la demanda se promueve de manera extemporánea, al respecto se precisa que conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, no es posible analizar la prescripción de la acción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por consentimiento del acto impugnado; siendo lo anterior así, de las constancias que obran en autos de advierte que la demanda se encuentra presentada dentro el plazo legal de 30 treinta días que contempla el primer párrafo del artículo 263 del propio Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que la parte actora manifiesta que conoció el acto impugnado el 26 veintiséis de septiembre del año 2013 dos mil trece y la demanda se presentó en la Oficialía Común de Partes, el día 16 dieciséis de octubre del mismo año, amén de que las autoridades no exhibieron la constancia relativas a la práctica de la notificación respectiva ni existe medio convictivo que demuestre que se tuvo conocimiento  del acto combatido en fecha anterior a la señalada en la demanda. . . 

La excepción de obscuridad de la demanda, porque el actor señala como acto impugnado la resolución emitida por el Director General de Desarrollo Urbano y en el capítulo de autoridades demandadas señala a la Directora de Control del Desarrollo, la que resulta fundada, en virtud de que el actor señala como autoridad demandada a la Directora de Control del Desarrollo y el acto combatido se encuentra emitido por esta autoridad, quien compareció a juicio a defender la legalidad del oficio combatido. . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

La excepción de falta de acción y carencia de derecho para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar el acto impugnado, toda vez que el oficio que obra en autos, se encuentra dirigido hacia la persona moral actora y como destinataria del mismo está en aptitud de intentar la presente demanda, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del  artículo 261  del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción Nom Mutati Libeli, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurriría en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la improcedencia de la causal de sobreseimiento y de las excepciones opuestas por las autoridades demandas y estimando que de las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda. . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que en el primer concepto de impugnación de la demanda la parte actora aduce en lo esencial que el acto reclamado es violatorio de garantías de su representada, ya que los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establecen limitantes para la autoridad, es decir, la imposibilidad que tiene de molestar al ciudadano, sin la existencia de un procedimiento que lleve a cabo conforme a la leyes expedidas con anterioridad y en el artículo 16, se establece la obligación de fundamentación y motivación, para dar certeza y seguridad jurídica; que la facultad que tienen los Ayuntamientos como órganos de gobierno para aprobar Reglamentos, también se establece la limitante de que será  siempre de acuerdo con las Leyes de la materia, en los casos en que se afecten derechos de los gobernados yendo más allá de su organización interna, mismas que deberán ser expedidas por la legislatura de los estados; que la facultad concedida al Ayuntamiento es de forma limitada para emitir Reglamentos y nos encontramos con que el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, en su totalidad se emitió en contravención de los artículos 115 Constitucional, 117  de la Constitución Estatal y 69 de la Ley Orgánica Municipal, en virtud de que nuestra Carta Magna solo los faculta para emitir Reglamentos y esta situación se ve extralimitada por que se emite un Código Reglamentario, ya que dicho ordenamiento es un Código no solo de nombre, sino que es, en toda una regla, se trata de una codificación en la que se establecen normas, términos, obligaciones, límites y esferas de atribución de autoridades, con total autonomía de Ley alguna y en la que se afecta directamente a los ciudadanos y por consiguiente violatoria de garantías; que de la exposición de motivos de dicho Código Reglamentario se aprecia que en ningún momento se hace referencia a alguna Ley sobre la cual se pretenda basar para su elaboración, sino que lo plantea como un instrumento totalmente independiente y autónomo, no basado en legislación alguna, está contraviniendo el artículo 115 de nuestra Carta Magna y 117 de la Constitución Estatal, sin pasar por alto que la fracción II otorga facultades a los Municipios para reglamentar, pero dicho numeral establece claramente “de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados”; que la expedición, la promulgación y el acto de aplicación es violatorio de garantías de su representada y carente de los elementos y requisitos mínimos, como lo es la promulgación por autoridad competente y conforme a las facultades otorgadas en la legislación. En tanto, la autoridad en la contestación de la demanda expresa que el acto impugnado se encuentra apegado a derecho y que resulta falso que se hayan vulnerado a la parte actora las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas a decir del demandante en los artículos 14 y 16 Constitucionales, en virtud de que a este Juzgado no le compete conocer de violaciones constitucionales, sino de legalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Es INFUNDADO este primer concepto de impugnación, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es importante señalar  que   este    Órgano   Jurisdiccional   cuenta   con atribuciones para entrar al estudio de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos administrativos emitidos por la autoridad demandada, ya que de acuerdo a lo señalado por el artículo 303 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el Juzgador podrá determinar si los actos o resoluciones combatidas contravienen o no la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, además que conforme a lo señalado por el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, los Jueces Administrativos Municipales se encuentran constreñidos a asumir el Control Difuso de Constitucionalidad, por tal motivo, no le asiste la razón a la autoridad demandada, respecto al argumento de que el juzgador no debe estudiar los agravios de Constitucionalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese orden de ideas, también se impone mencionar que conforme a lo estipulado por el artículo 303 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en el proceso administrativo se le permite a los particulares plantear la inconstitucionalidad y la ilegalidad del acto administrativo, empero no les permite reclamar la inconstitucionalidad de un Reglamento, en razón de que el referido numeral establece: “Artículo 303.- Serán declarados nulos los actos derivados de los reglamentos, decretos, circulares y demás disposiciones de carácter general, que contravengan las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, y de las leyes que de una y otra emanen. Esta declaración sólo se referirá al acto en concreto, sin hacer una declaración general respecto de la disposición reclamada.”; De este precepto se colige que el planteamiento de la inconstitucionalidad del acto impugnado se realiza vía conceptos de impugnación con el objeto de demostrar que se encuentra sustentado, entre otros casos, en un Ordenamiento que contraviene las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que constriñe al Juzgador a determinar la inconstitucionalidad del acto y no de la norma jurídica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Precisado lo anterior, se procede al estudio del argumento esgrimido en el 
sentido de que el acto impugnado se apoya en un Ordenamiento Jurídico expedido por el Ayuntamiento de León, Guanajuato, excediendo los límites que establece el artículo 115, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de determinar si se rebaza o no la facultad reglamentaria del referido Cuerpo Edilicio. . . . . . . .  .. . . . . .  .. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En cuanto al argumento de que la facultad Reglamentaria del Ayuntamiento, se ve extralimitada al emitir un Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, al contravenir los artículos 115 Constitucional, 117 de la Constitución Estatal y 69 de la Ley Orgánica Municipal, no le asiste la razón jurídica a la parte justiciable, en virtud de que el Código Reglamentario constituye una ordenación sistemática de normas jurídicas de una rama del derecho relativas a regular la materia de Asentamientos Humanos y Desarrollo Urbano; pues, este Cuerpo Jurídico ordena la regulación de diversos aspectos en materia de Desarrollo Urbano en el Municipio de León, Guanajuato, los que se normaban en los siguientes ordenamientos: el Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo para el Municipio de León, Guanajuato; el Reglamento de Fraccionamientos y Desarrollos en Condominio para el Municipio de León, Guanajuato; el Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato; el Reglamento de Fraccionamientos y Desarrollos en Condominio para el Municipio de León, Guanajuato; el Manual Técnico de Usos del Suelo; y, el Reglamento de Construcciones para la Ciudad de León, Guanajuato. Ahora bien, entre Código Reglamentario y Reglamento no existe ninguna diferencia esencial; lo anterior es así, ya que tanto el Código Reglamentario como el Reglamento contemplan un conjunto de normas jurídicas en determinada rama del derecho, de modo que podemos concluir que el Código tildado de inconstitucional, en la realidad jurídica, es una especie de Reglamento, al encontrarse expedido por el Ayuntamiento y si este cuerpo edilicio cuenta con facultades para aprobar esa reglamentación independientemente de su denominación, no existe ninguna diferencia esencial, ni consecuencia jurídica que afecte la esfera jurídicas de los particulares. . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las  cosas, el  artículo  115, fracción II, de la  Constitución  Política de los Estados Unidos Mexicanos, contempla la facultad reglamentaria de los Ayuntamientos; fracción que en el segundo párrafo establece: “II.- ... Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal.”. Conforme a esta fracción los Ayuntamientos Municipales de manera general cuentan con facultades para aprobar y expedir Reglamentos, entre otros, de acuerdo al objeto de las Leyes Estatales en materia Municipal que expidan las Legislaturas Locales; de esta manera, como lo indica el acápite segundo de la fracción II del referido precepto fundamental, le compete al Congreso del Estado sentar las bases normativas generales de las Leyes en las materias de competencia de los Municipios, de ahí que el Ayuntamiento de León, Guanajuato, puede ejercer sus atribuciones para regular a través de normas específicas, dentro de su jurisdicción, la materia de Desarrollo Urbano, sin contradecir esas bases generales. Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador, el sustentado por la Suprema Corte de Justicia de Nación, en jurisprudencia de la Novena Época; Registro: 176929; Instancia: Pleno Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXII, Octubre de 2005; Materia(s): Constitucional; Tesis: P./J. 132/2005; Página: 2069; bajo el siguiente rubro: “MUNICIPIOS. CONTENIDO Y ALCANCE DE SU FACULTAD REGLAMENTARIA. A raíz de la reforma constitucional de 1999 se amplió la esfera competencial de los Municipios en lo relativo a su facultad reglamentaria en los temas a que se refiere el segundo párrafo de la fracción II del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; derivado de aquélla, los Ayuntamientos pueden expedir dos tipos de normas reglamentarias: a) el reglamento tradicional de detalle de las normas, que funciona similarmente a los derivados de la fracción I del artículo 89 de la Constitución Federal y de los expedidos por los Gobernadores de los Estados, en los cuales la extensión normativa y su capacidad de innovación está limitada, pues el principio de subordinación jerárquica exige que el reglamento esté precedido por una ley cuyas disposiciones desarrolle, complemente o pormenorice y en las que encuentre su justificación y medida; y b) los reglamentos derivados de la fracción II del artículo 115 constitucional, que tienen una mayor extensión normativa, ya que los Municipios, respetando las bases generales establecidas por las legislaturas, pueden regular con autonomía aquellos aspectos específicos de la vida municipal en el ámbito de sus competencias, lo cual les permite adoptar una variedad de formas adecuadas para regular su vida interna, tanto en lo referente a su organización administrativa y sus competencias constitucionales exclusivas, como en la relación con sus gobernados, atendiendo a las características sociales, económicas, biogeográficas, poblacionales, culturales y urbanísticas, entre otras, pues los Municipios deben ser iguales en lo que es consustancial a todos -lo cual se logra con la emisión de las bases generales que emite la Legislatura del Estado-, pero tienen el derecho, derivado de la Constitución Federal de ser distintos en lo que es propio de cada uno de ellos, extremo que se consigue a través de la facultad normativa exclusiva que les confiere la citada fracción II.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese sentido, por una parte, la Legislatura del Estado de Guanajuato, de acuerdo a lo señalado por el artículo 73, fracción XXXIX-C, de la Carta Fundamental, cuenta con atribuciones para legislar en materia de asentamientos humanos, pues esta fracción contempla la facultad concurrente de la Federación, Estados y Municipios para normar la materia de Desarrollo Urbano, ya que dispone:   “XXXIX-C. Para expedir las leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, de los Estados y de los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de asentamientos humanos, con objeto de cumplir los fines previstos en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución.”. Es así que, el Congreso Local emitió la Ley de Desarrollo Urbano para el Estado de Guanajuato, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, número 35 treinta y cinco, Segunda Parte, de fecha 07 siete de octubre del año 1997 mil novecientos noventa y siete, actualmente abrogada por el Código Territorial para el Estado de Guanajuato; dicha Ley, en su artículo 1°, fracción I, establece como uno de sus objetivos: “Fijar las disposiciones básicas para planear y regular el ordenamiento territorial de los asentamientos humanos en el Estado, así como la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población;”; en su artículo 10 establece: “para proveer el exacto cumplimiento de la presente Ley, el Ejecutivo y cada Ayuntamiento, en el ámbito de sus respectivas competencias deberán expedir los reglamentos correspondientes.”; y, en su artículo 45 dispone: “La administración, regulación y fomento del desarrollo urbano, en los niveles estatal y municipal, así como a nivel del centro de población se instrumentará por medio de: I.- Planes de ordenamiento territorial; II.- Programas de desarrollo urbano; III.- Declaratorias de provisiones; IV.- Declaratorias de usos, destinos o reservas territoriales; y, V.- Reglamentos de esta Ley.”. Luego entonces, en esta Ley se refleja la facultad concurrente de Estado y sus Municipios en materia de asentamientos humanos y desarrollo urbano. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Y, por otra parte, el Ayuntamiento, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 115 fracciones II y V, y 27 párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuenta con atribuciones para expedir Reglamentos en materia de Desarrollo Urbano, pues la fracción V del citado artículo 115, establece: “V.- Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para: a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal; b) Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales; c) Participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán estar en concordancia con los planes generales de la materia. Cuando la Federación o los Estados elaboren proyectos de desarrollo regional deberán asegurar la participación de los municipios; d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, en sus jurisdicciones territoriales; e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana; f) Otorgar licencias y permisos para construcciones; g) Participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológicas y en la elaboración y aplicación de programas de ordenamiento en esta materia; h) Intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte público de pasajeros cuando aquellos afecten su ámbito territorial; e i) Celebrar convenios para la administración y custodia de las zonas federales. En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución, expedirán los reglamentos y disposiciones administrativas que fueren necesarios;”. Bajo la perspectiva de esta fracción, la Ley de Desarrollo Urbano para el Estado de Guanajuato, establece las normas generales y básicas de planeación, programación, regulación del ordenamiento territorial y el desarrollo, mejoramiento, conservación y crecimiento urbano de esta Municipalidad; aspectos del Derecho Urbanístico dentro de los cuales se encuentra inmersa la facultad del Ayuntamiento para regular la protección, conservación y consolidación del entorno y paisaje urbano, con el objeto de proteger y preservar la imagen urbana, por  tal motivo, los anuncios publicitarios instalados en las vías públicas, o bien, en propiedades particulares, pero visible desde dicha vías, se encuentran dentro de las materias relacionadas con el desarrollo urbano, en ese orden de ideas, las normas reglamentarias constituyen una extensión o complementación de lo ordenado en la referida Ley de Desarrollo Urbano. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Abundando en el anterior razonamiento, cabe mencionar que tanto la imagen urbana como el paisaje y el entorno urbano están indisolublemente vinculados con el espacio público; aclarándose que el paisaje urbano es el aspecto que ofrecen las edificaciones y los demás elementos culturales que hacen posible la vida en común de los ciudadanos, así como el entorno natural en el que se insertan, mientras que el espacio público está integrado con las calles, paseos, plazas, parques, jardines y todo aquel lugar de encuentro de personas, de ahí que en estos aspectos del Derecho Urbanístico, está contemplada la materia de anuncios publicitarios instalados en las vías públicas o en propiedades particulares, pero visibles desde ellas, por lo que se deja a cargo del Municipio, dentro de su circunscripción territorial, la regulación de sus características tales como diseño, firma, dimensiones, materiales, elaboración, fijación, instalación, colocación., distribución y distanciamiento entre uno y otro anuncio; en consecuencia, de lo expuesto podemos concluir que en principio a la Legislatura del Estado le compete establecer las bases generales en materia de desarrollo urbano, en forma general para todos sus Municipios de la Entidad, en ese sentido la facultad no corresponde originariamente al Ayuntamiento, sino que la tiene derivada, ya que se encuentran constreñido a no emitir normas jurídicas que vayan más allá de lo señalado en la Ley de Desarrollo Urbano para el Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
En esas condiciones, es inconcuso que conforme a los artículos 27, tercer párrafo, 73 fracción XXXIX-C y 115, fracciones II párrafo segundo y V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Ayuntamiento cuenta con la facultad para aprobar el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, a pesar de que el Constituyente no refiere en forma expresa en las aludidas fracciones del artículo 115 Constitucional, la atribución de aprobar ese tipo de Ordenamientos legales, pero se dejan inmersos todos los aspectos que están relacionados con el desarrollo urbano municipal, por lo que, es el caso que el Ayuntamiento no rebasa la límites de su facultad reglamentaria, toda vez que el objeto contemplado por las diversas fracciones del artículo 1° del pluricitado Código Reglamentario de Desarrollo Urbano, está relacionado con el desarrollo urbano municipal; por consiguiente, el Ayuntamiento al aprobar el pluricitado Código Reglamentario de Desarrollo Urbano, no viola el ejercicio de la faculta reglamentaria contemplada en el artículo 115, fracción II, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues como se dijo en supralíneas fue el propio Congreso del Estado quien fijo las normas básicas en materia de desarrollo urbano en la Ley de Desarrollo Urbano para el Estado de Guanajuato, en tanto que el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, prevé la aplicación de la aludida Ley de Desarrollo Urbano; en el anterior contexto, no se viola el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que como se expresó en supralíneas, el Ayuntamiento al aprobar el pluricitado Código Reglamentario, actúo dentro de los límites de las atribuciones que le confiere la Carta Fundamental y en el referido Ordenamiento Jurídico comprende la materia de desarrollo en distintos rubros, dentro de los cuales se encuentra el de anuncios, por tanto, el ejercicio de la facultad reglamentaria se encuentra fundada y motivada, de donde resulta que el oficio tildado de inconstitucional, se apoya en un Ordenamiento Jurídico Constitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
En el segundo concepto de impugnación se aduce en lo esencial que de la lectura del articulado del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, no tiene ordenamiento alguno que regule aquellos anuncios preexistentes, sino que simplemente regula la colocación y expedición de permisos para aquellos anuncios por colocarse y que su representada colocó el anuncio en fecha anterior a la entrada en vigor del Código y fue colocado conforme a las normas que regían en ese momento la materia, se le otorgaron los permisos y licencias correspondientes, fecha en la que el ordenamiento invocado no estaba en vigencia, siendo así las cosas, dicho ordenamiento se está aplicando en forma retroactiva en perjuicio de su representada, pues la estructura “de azotea” está colocada en fecha anterior a la entrada en vigor del Código Reglamentario y si no regula los anuncios colocados antes de su vigencia, por tanto, no se encuentran reglamentados y su aplicación no es legal, pues se estaría dándole efecto retroactivo; en el cuarto concepto de impugnación de la demanda sigue manifestando en lo esencial que la autoridad está aplicando un Reglamento en efecto retroactivo en perjuicio de su mandante, pasándose por alto que su representada desde hace varios años obtuvo, la autorización para instalar y operar el anuncio publicitario en comento, como se encuentra instalado y creó una situación favorable al particular, misma que no debe ser revocada unilateralmente y mucho menos fundamentándose en una normatividad (artículos 396 y 421 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para este Municipio), que entró en vigor después de que se generó el derecho a la impetrante, no obstante que se cumplió con la normatividad vigente y siempre se obtuvo el reconocimiento de su derecho, por la Dirección de Desarrollo Urbano, mediante los refrendos que año con año ésta concedió, pasando por alto que su mandante cuenta con derechos adquiridos, por lo que para desconocerlos debe previamente agotar el Juicio de Lesividad; que la aplicación de las disposiciones del citado Código Reglamentario, es violatorio de las garantías de su representada, en virtud de que dicho código, no regula aquellos anuncios preexistentes, sino que sólo regula la colocación y expedición de permisos para aquellos anuncios por colocarse, lo cual no aplica en el caso en concreto, ya que se colocó el anuncio multialudido en fecha anterior a la entrada en vigor del Código y además fue colocado conforme a las normas que regían en ese momento la materia, fecha en la que el ordenamiento invocado en el acto de ejecución no estaba en vigencia, siendo así las cosas, se está aplicando en forma retroactiva en perjuicio de su representada. En tanto, la autoridad en la contestación de la demanda expresa que es falso que se hayan vulnerado a la parte actora las garantías de legalidad y seguridad jurídica y que el ordenamiento legal aplicable es el código referido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Son INFUNDADOS estos dos conceptos de impugnación, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Estos dos conceptos de impugnación se analizarán de manera conjunta, en razón de que los argumentos lógicos y jurídicos expresados en cada punto, guardan una relación estrecha entre sí y en ambos se expresan razonamientos dirigidos a combatir el acto impugnado, por la supuesta aplicación retroactiva en perjuicio de la justiciable del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En un principio, se impone señalar que analizando los antecedentes del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, se aprecia lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

a).- El Ayuntamiento de León, Guanajuato, en Sesión Ordinaria de fecha 08 de Julio de 2010 dos mil diez, aprobó el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato y los Anexos Técnicos que lo Conforman, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, número 125 ciento veinticinco, segunda parte, de fecha 6 seis de agosto de 2010 dos mil diez, entrando en vigor al cuarto día siguiente al de su publicación, conforme al primer artículo transitorio y según su cuarto artículo transitorio abrogó el Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato número 93, noventa y tres, de fecha 20 veinte de noviembre de 2001 dos mil uno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
b).-  El Ayuntamiento de León, Guanajuato, a  la fecha ha aprobado diversas 

reformas, adiciones y derogaciones al Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el  Municipio de  León,  Guanajuato y los  Anexos  Técnicos que lo Conforman, publicadas en las fechas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

b.1).- En el Periódico Oficial número 161 ciento sesenta y uno, segunda parte, de fecha 8 ocho de octubre de 2010 dos mil diez; . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

b.2).- En el Periódico Oficial número 193 ciento noventa y tres, tercera parte de fecha 3 tres de diciembre de 2010 dos mil diez; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

b.3).- En el Periódico Oficial número 205 ciento veinticinco, primera parte, de fecha 24 veinticuatro de diciembre de 2010 dos mil diez; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
b.4).- En el Periódico Oficial número 8 ocho, segunda parte, de fecha 14 catorce de enero de 2011 dos mil once; . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

b.5).- En el Periódico Oficial número 58 cincuenta y ocho, segunda parte, de fecha 12 doce de abril de 2011 dos mil once; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

b.6).- En el Periódico Oficial número 122 ciento veintidós, segunda parte, de fecha 02 dos de agosto de 2011 dos mil once; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

b.7).- En el Periódico Oficial número 148 ciento cuarenta y ocho, primera parte, de fecha 16 dieciséis de septiembre de 2011 dos mil once; . . . . . . . . . . . . . . . 

b.8).- En el Periódico Oficial número 18 dieciocho, Segunda Parte, de fecha 31 treinta y uno de enero de 2012 dos mil doce; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

b.9).- En el Periódico Oficial número 112 ciento doce, Segunda Parte, de fecha 13 trece de julio del 2012 dos mil doce; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

b.10).- En el Periódico Oficial número 170 ciento setenta, Tercera Parte, de fecha 23 veintitrés de octubre del 2012 dos mil doce; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

b.11).- En el Periódico Oficial número 15 quince, Segunda Parte, de fecha 25 veinticinco de enero del 2013 dos mil trece; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En segundo lugar, es importante señalar que respecto al Anuncio Publicitario Autosoportado con una carátula…, se otorgó a favor de la parte justiciable la licencia de anuncio …, con fecha de expedición del 10 diez de julio del año 2012 dos mil doce, con vigencia hasta del 10 diez de julio del año 2013 dos mil trece; y, la solicitad de  Licencia de Anuncio, se formuló y presentó ante la autoridad demandada, … con fecha de recepción el 19 diecinueve de agosto del 2013 dos mil trece; y, la negativa del refrendo de la Licencia de Anuncio Publicitario Autosoportado con una carátula, declarada a través del oficio…, suscrito por la Directora de Control del Desarrollo, por el Jefe de Anuncios y por el Supervisor de Anuncios demandados, cuyo contenido fue conocido por la parte actora el día 26 veintiséis de septiembre del mismo año. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese orden de ideas, tenemos que  la referida Licencia de Anuncio es el último acto administrativo que se expidió para autorizar la permanencia del Anuncio Publicitario Autosoportado con una carátula del inmueble…, por ende, estimando su fecha de expedición, se rige por el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para este Municipio de León, Guanajuato, vigente en ese momento, esto es, concretamente por las reformas y adiciones publicadas en el Periódico Oficial número 18 dieciocho, Segunda Parte, de fecha 31 treinta y uno de enero de 2012 dos mil doce y no por las disposiciones del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, abrogado por el referido Código. Abundando en el razonamiento anterior, el acto administrativo consistente en la licencia aludida en el párrafo que antecede, se otorgó por tiempo determinado, por lo que tuvo validez y eficacia sólo por el lapso de tiempo fijado por la autoridad que la emitió, pues una vez agotado el plazo de la vigencia concluyó su “vida jurídica”, la que le permitió producir sus consecuencias o efectos jurídicos en el tiempo, durante el cual se generaron derechos y obligaciones para el destinatario de la licencia, pero estos iniciaron el día de su emisión y culminaron al día siguiente de la conclusión de su vigencia, luego dicho acto administrativo jurídicamente se regula por el Ordenamiento Legal vigente en la fecha de su expedición, por tal motivo, deja de aplicarse el pluricitado Reglamento de Anuncios y, en esas condiciones,  resulta   inexacto el  argumento expresado en este concepto de impugnación por parte de la impetrante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo apuntado así, el oficio combatido a través del cual se niega la licencia de anuncio…, se rige por el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato vigente, esto es, por las reformas, adiciones y derogaciones de sus disposiciones, publicadas en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, número 15 quince, segunda parte, de fecha 25 veinticinco de enero de 2013 dos mil trece; por tanto, no existe aplicación retroactiva del multireferido Código Reglamentario de Desarrollo Urbano y los Anexos Técnicos que lo Conforman y no se viola en perjuicio de la parte actor el artículo 14, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el tercer concepto de impugnación la parte actora aduce en esencia que es ilegal la resolución señalada como fuente de violación, la cual está suscrita por 2 dos personas que de ninguna manera fundan las facultades con que se ostentan, para negar la solicitad del refrendo de anuncios publicitarios autosoportados, no señalan los fundamentos legales que sustentan sus facultades, lo anterior aunado a que no tienen facultades para determinar lo solicitado, ya que el artículo 13 del Código Reglamentario establece que dichas facultades están reservadas para la Dirección General de Desarrollo Urbano, sin la posibilidad expresa para delegar dicha facultad, por tanto, actúan rebasando la esfera de atribuciones que la Ley les otorga y no se establece en el cuerpo del documento el fundamento legal del cual se desprenden las facultades de quienes niegan el solicitado refrendo. En tanto, las autoridades en la contestación de su demanda expresan que es falso que se hayan vulnerado a la parte actora las garantías de seguridad jurídica y legalidad. . . . . . . . . 

Es FUNDADO este tercer concepto de impugnación, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En  principio,  se  impone  aclarar que la  parte  actora en  este  concepto  de 
agravio alude a la negación de la solicitud de refrendo del anuncio solicitado, omitiendo aportar la solicitud escrita que dice presentó y la autoridad mediante el oficio impugnado da respuesta a la solicitud de licencia de anuncio autosoportado publicitario en el inmueble…, presentada el 19 diecinueve de agosto del año 2013 dos mil trece y determina que no es procedente y que para dar seguimiento a dicha solicitud debe dar cumplimiento a los requisitos solicitados; de esta forma, partimos de la premisa de que ya no procede el refrendo de la licencia de anuncio, sino que lo procedente es  solicitar y analizar la posibilidad de otorgar una nueva, en virtud de que la licencia de anuncio…, tuvo vigencia hasta el 10 de julio del año 2013 dos mil trece y la parte actora presentó la solicitud de licencia, el 19 diecinueve de agosto de ese año, por tanto, dicha solicitud no se realizó dentro de los quince días hábiles previos a la conclusión de su vigencia, en consecuencia, conforme a lo previsto por el artículo 451, segundo párrafo, del pluricitado Código Reglamentario de Desarrollo Urbano, ya no procede la revalidación, sino que lo que procedería sería la emisión de una nueva licencia de anuncio, lo que es facultad de la demandada. . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar es importante señalar que la competencia no se presume, sino que la autoridad demandada en el acto impugnado, debe fundarla en derecho; entendiéndose por esto, que en el acto administrativo tiene que señalarse el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico y en su caso la fracción, el inciso o el párrafo, que le concede la atribución para emitirlo; de esta manera, en la especie, la autoridad se encuentra constreñida a expresar el sustento normativo que le otorga atribuciones para negar la licencia que nos ocupa o su referendo. . . . . . . . . . . . . . . . 

De esta manera, en cuanto al argumento que esgrime en torno a que no tienen facultades para determinar lo solicitado, ya que el artículo 13 el Código Reglamentario reserva esas facultades a la Dirección General de Desarrollo Urbano, sin la posibilidad expresa para delegarlas, no le asiste la razón jurídica a la parte impetrante, toda vez que en el ámbito Municipal la delegación de la competencia de las autoridades administrativa puede realizarse por Ley, Reglamento, Disposiciones Administrativas de Observancia General o por acuerdo administrativo, de esta forma, en la especie, se delegan por Reglamento, entre otras, atribuciones a la Titular de la Dirección de Control del Desarrollo, concretamente en la fracción VI, inciso b), del artículo 137 del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, la facultad de otorgar, negar o revocar licencias de anuncios; por otra parte, tampoco es posible sostener que la negación de lo solicitado es facultad exclusiva del titular de la Dirección General de Desarrollo Urbano, ni sustentar la incompetencia del titular de la Dirección de Control del Desarrollo, en razón de que se considera que autoridad demanda se encuentra dotada de facultades para emitir el acto impugnado, conforme a lo estipulado por los artículos 13 fracción XVI y 137 fracción VI, inciso b), del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, pues analizando e interpretando de manera conjunta -sistemáticamente- esas normas jurídicas, se concluye que a favor de la Directora demandada se contempla implícitamente la facultad de negar la revalidación de licencias, pues dichos numerales en esas fracciones disponen: “Artículo 13.- Los Titulares de las Dependencias tendrán las siguientes atribuciones comunes: XVI.- Suscribir los documentos relativos al ejercicio de sus atribuciones así como los que les sean delegados o les correspondan por suplencia;” y, el “Artículo 137.- La Dirección de Control del Desarrollo, tiene las atribuciones siguientes: VI.- Otorgar, negar o revocar: b).- Licencias de anuncios”. Como se aprecia, este artículo hace referencia de manera general a los Titulares de las Dependencias y tanto la Dirección General de Desarrollo Urbano como la Dirección de Control del Desarrollo, dentro de la relación jerárquica que existe entre ellas, son consideradas como Dependencias de la Administración Pública Municipal, de ahí que, no pasa inadvertido para el juzgador que toda Dependencia es una Unidad Administrativa, luego entonces, ese numeral se refiere tanto al titular de la Dirección General de Desarrollo Urbano como al titular de la Dirección de Control del Desarrollo, no obstante la adscripción de ésta respecto de aquélla, sin que el citado artículos 13 haga distinción alguna, en ese sentido, cabe referir que al respecto opera el principio general de derecho que reza: “Donde la Ley no distingue, no tiene por qué distinguirse”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En otro orden de ideas, tenemos que haciendo un minucioso análisis del oficio combatido, se advierte que la competencia de la Directora de Control del Desarrollo se encuentra deficientemente fundada, toda vez que del fundamento legal invocado en el primer párrafo del oficio combatido, respecto a su competencia, sólo son aplicados los artículos 13, fracción I, del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato  y 13, fracción I, del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato vigente; sin embargo, la expresión de manera aislada de esos preceptos es insuficiente para determinar si cuenta con la atribución ejercida en el acto impugnado; lo anterior es así, porque el artículo 13 del referido Reglamento Interior, se compone de diversas fracciones que en forma general establecen las atribuciones de los Titulares de la Dependencias de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato y en este precepto se omitió indicar la fracción XXIII, que dispone “Las demás que les señale el presente ordenamiento y otras disposiciones legales aplicables:”, en cuanto al artículo 13 del aludido Código Reglamentario, la autoridad omite expresar la fracción LXVII, que dispone “Las demás que se deriven del presente Código y de otras disposiciones legales y reglamentarias.”. De igual forma, se omitió precisar el artículo 137 del propio Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, que en lo particular contempla las atribuciones que tiene conferidas la Dirección de Control del Desarrollo, mismo que se integra con diversas fracciones, siendo la VI, inciso b) y la VIII, las que conceden a la Titular de dicha Dirección facultades en materia de anuncios, de esa manera y a fin de que el acto se encuentre debidamente fundado debe indicar en forma precisa los preceptos y las fracciones que le conceden la atribución para emitir el acto combatido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Abundando  en el  razonamiento  anterior,  cabe  precisar que el artículo 137 
del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, desde la expedición se ha adicionado y reformado; y, la reforma anterior a la fecha del acto a debate, fue publicada en el Periódico Oficial número 69 sesenta y nueve, tercera parte, de fecha 30 treinta de abril del año 2013 dos mil trece; luego, si sus fracciones se han modificado, entonces es menester expresar la norma jurídica vigente en el momento en que se realizó la petición a la demandada, ello con la finalidad de que el impetrante esté en condiciones de conocer la fracción que otorga la atribución ejercida en el oficio que nos ocupa y de este modo bridarle seguridad jurídica, así como la posibilidad de promover los medios ordinarios de defensa respectivos; como quiera que sea, el acto a debate se encuentra deficientemente fundado en cuanto a la competencia de la autoridad, por no reunir el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el quinto concepto de impugnación, la parte actora aduce en esencia que la demandada sin motivo alguno ni fundamento legal decide negar el refrendo de la licencia, solicitando una serie de documentos que de ninguna manera se requieren para un refrendo, pues el Código que se pretende aplicar no establece como requisito para la expedición de un refrendo la exhibición de todos los documentos que señala la resolución, limitándose a requerir la licencia anterior y el técnico, por lo que el requerimiento es en perjuicio de su representada, la misma suerte corren los argumentos respecto a las modificaciones del anuncio en comento. En tanto, las autoridades en la contestación de su demanda expresan que es falso que se hayan vulnerado a la parte actora las garantías de seguridad jurídica y legalidad. . . . . . . . . 
Es FUNDADO este quinto concepto de impugnación, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En efecto, como se ha dicho, la licencia de anuncio…, terminó su vigencia el 10 de julio del año 2013 dos mil trece y la parte actora presentó la solicitud de revalidación el 19 diecinueve de agosto de ese año, por tanto, ésta no se realizó dentro de los quince días hábiles previos a la conclusión de su vigencia, conforme a lo previsto por el artículo 451, segundo párrafo, del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato vigente, en consecuencia, es factible que proceda una nueva  licencia de anuncio publicitario. No obstante lo anterior, en cuanto a la documentación exigida en el acto combatido como requisitos para su otorgamiento, no existe fundamento jurídico en el que pueda sostenerse la condición a la cual se supedita el seguimiento de la solicitud de la parte atora, por lo que, en ese sentido, los artículos 443, 444 y 445 el aludido Código Reglamentario de Desarrollo Urbano, o alguno otro precepto no contemplan como requisito de procedencia la presentación del “Acta Constitutiva de la Empresa propietaria del anuncio”, -con excepción de la relativa a la que se acredite la personalidad jurídica y facultades del representante legal de la persona moral-, ni la “Licencia de Alineamiento y Número Oficial” en la que se indique la posición del anuncio”, por tal motivo no debe fijarse como causal de improcedencia de la solicitud la presentación de esa documentación; en consecuencia, el acto impugnado es ilegal sólo sobre las cuestiones o aspectos tocados en este punto; por tal motivo, la demandada deberá eliminar las condiciones relativas a la documentación referida en supralíneas, toda vez que el actuar de la autoridad Municipal en materia de anuncios siempre debe apegarse a lo señalado en el pluricitado Código Reglamentario de Desarrollo Urbano. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conforme a lo expuesto, al abordar el análisis del tercer y quinto conceptos de impugnación, en cuanto a las  atribuciones de la Directora de Control del Desarrollo, el acto impugnado se encuentra insuficientemente fundado y respecto a la exigencia del “Acta Constitutiva de la Empresa propietaria del anuncio” y a la “Licencia de Alineamiento y Asignación del Número Oficial”, el oficio debatido no se encuentra debidamente fundado, por ende, no reúne el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, vicio formal que origina la configuración de la causal de ilegalidad contemplada en el artículo 302, fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tanto, las autoridades demandadas violan en perjuicio de la persona moral impetrante los artículos 4º, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137, fracción VI, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; por consecuencia, con fundamento en el artículo 300 fracción III, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la NULIDAD del oficio…, suscrito por las autoridades demandadas, mediante el cual se determina que no es procedente y que para dar seguimiento a la solicitud planteada por la parte actora, deben cumplirse los requisitos requeridos; y, dicha nulidad es para el efecto de la autoridad demandada subsane los vicios formales y emita un nuevo acto contestando la solicitud de la impetrante debidamente fundada y motivada, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada; debiendo informar a este  Órgano de  Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
La pretensión del reconocimiento del derecho a que se conceda el refrendo de la Licencia de Anuncio que nos ocupa, resulta improcedente, en virtud de que  en este fallo, se determinó la ilegalidad del acto impugnado por vicios de forma y se  declaró su nulidad para el efecto de emitir un nuevo acto purgando esos vicios, en ese sentido, la autoridad demandada se encuentra constreñida a fundar suficientemente su competencia al emitir el nuevo acto combatido, así como fundar y motivar la respuesta a la petición, por ende, en su caso, el derecho cuyo reconocimiento demanda, se encuentra condicionado a la emisión del nuevo acto.  .  
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 143 primer párrafo, 287, 298, 299, 300 fracción III, 302 fracción II y 303 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. . .  . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del oficio…, suscrito por las autoridades demandadas, mediante el cual se determina que no es procedente y que para dar seguimiento a la solicitud planteada por la parte actora, debe cumplirse con los requisitos requeridos y dicha nulidad es para el efecto de la autoridad demandada subsane los vicios formales y emita un nuevo acto contestando la solicitud de la impetrante debidamente fundada y motivada; por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. 
TERCERO.- No se reconoce el derecho amparado por una norma jurídica,  para que se conceda el refrendo de la Licencia de Anuncio, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . .  . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 03 DE MARZO DEL 2015, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 717/2013-JN.
